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Sentencia: 

15 SABAM es una sociedad de gestión que representa a los autores, compositores 
y editores de obra 

s musicales, autorizando el uso por terceros de sus obras protegidas. 

16 Scarlet es un proveedor de acceso a Internet (en lo sucesivo, «PAI») que 
proporciona a sus clientes acceso a Internet, sin ofrecer otros servicios como la descarga 
o el intercambio de archivos. 

17 En el año 2004, SABAM llegó a la conclusión de que los internautas que 
utilizan los servicios de Scarlet descargan en Internet, sin autorización y sin pagar 
derechos, obras que figuran en su catálogo mediante redes «peer to peer», que 
constituyen un medio transparente para compartir contenidos, independiente, 
descentralizado y dotado de funciones de búsqueda y descarga avanzadas. 

Por resolución de 29 de junio de 2007, el Presidente del tribunal de première 
instance de Bruxelles condenó a Scarlet a poner fin a las infracciones de los derechos de 
autor declaradas en la resolución de 26 de noviembre de 2004, impidiendo cualquier 
forma de envío o de recepción por sus clientes, mediante un programa «peer-to-peer», 
de archivos electrónicos que reproduzcan una obra musical del repertorio de SABAM, 
con apercibimiento de multa coercitiva. 

Dadas las circunstancias, la cour d’appel de Bruxelles decidió suspender el 
procedimiento y plantear al Tribunal de Justicia las siguientes cuestiones prejudiciales: 

«1) Las Directivas 2001/29 y 2004/48, en relación con las Directivas 95/46, 
2000/31 y 2002/58, interpretadas en particular a la luz de los artículos 8 y 10 del 
Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades 
Fundamentales, ¿permiten a los Estados miembros autorizar a un juez nacional que 
conoce de un procedimiento sobre el fondo, con arreglo a una sola disposición legal que 
establece que “asimismo, [el juez nacional] podrá dictar un requerimiento judicial de 
cese contra los intermediarios cuyos servicios sean utilizados por un tercero para 
vulnerar derechos de autor o derechos afines”, para que ordene a un [PAI] que 
establezca, con respecto a toda su clientela, de manera abstracta y con carácter 
preventivo, exclusivamente a expensas de dicho PAI y sin limitación en el tiempo, un 
sistema de filtrado de todas las comunicaciones electrónicas, tanto entrantes como 
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salientes, que circulen a través de sus servicios, en particular mediante la utilización de 
programas “peer-to-peer”, con el fin de identificar en su red la circulación de archivos 
electrónicos que contengan una obra musical, cinematográfica o audiovisual sobre la 
que el solicitante de la medida alegue ser titular de derechos, y que a continuación 
bloquee la transmisión de dichos archivos, bien en el momento en que se pida un 
archivo o bien con ocasión del envío de éste? 

2) En caso de respuesta afirmativa a la primera cuestión, ¿obligan dichas 
Directivas a un juez nacional, que conoce de una solicitud de requerimiento judicial de 
cese frente a un intermediario cuyos servicios son utilizados por un tercero para 
vulnerar derechos de autor, a aplicar el principio de proporcionalidad al pronunciarse 
sobre la efectividad y el efecto disuasorio de la medida solicitada?» 

31. de la jurisprudencia del Tribunal de Justicia se desprende que la competencia 
atribuida con arreglo a dichos preceptos a los órganos jurisdiccionales nacionales debe 
permitir a éstos requerir a los citados intermediarios para que adopten medidas dirigidas 
no sólo a poner término a las lesiones de derechos de propiedad intelectual ya causadas 
a través de sus servicios de la sociedad de la información, sino también a evitar nuevas 
lesiones (véase, en este sentido, la sentencia de 12 de julio de 2011, L’Oréal y otros, 
C-324/09, Rec. p. I-0000, apartado 131). 

32  las modalidades de los requerimientos judiciales … quedarán reguladas por el 
Derecho nacional (véase mutatis mutandis la sentencia L’Oréal y otros, antes citada, 
apartado 135). 

35 Por consiguiente, las citadas normas deben respetar, en particular, el artículo 
15, apartado 1, de la Directiva 2000/31, que prohíbe a las autoridades nacionales 
adoptar medidas que obliguen a un PAI a proceder a una supervisión general de los 
datos que transmita en su red. 

36 A este respecto, el Tribunal de Justicia ha declarado que dicha 
prohibición se extiende, concretamente, a las medidas nacionales que obliguen a un 
prestador de servicios intermediarios, como un PAI, a proceder a una supervisión 
activa del conjunto de datos de cada uno de sus clientes con el fin de evitar 
cualquier futura lesión de los derechos de propiedad intelectual. Por otra parte, tal 
obligación de supervisión general sería incompatible con lo dispuesto en el artículo 
3 de la Directiva 2004/48, según el cual, las medidas contempladas por esta 
Directiva deben ser equitativas y proporcionadas y no deben resultar 
excesivamente gravosas (véase la sentencia L’Oréal y otros, antes citada, apartado 
139). 

38 A este respecto, consta en autos que el establecimiento de dicho sistema de 
filtrado implicaría 

–   que el PAI identifique, en primer lugar, de entre el conjunto de las 
comunicaciones electrónicas de todos sus clientes, los archivos correspondientes al 
tráfico «peer-to-peer»; 



–   que identifique, en segundo lugar, en el ámbito de dicho tráfico, los archivos 
que contengan obras sobre las que los titulares de derechos de propiedad intelectual 
tengan supuestamente derechos; 

–   que determine, en tercer lugar, cuáles de esos archivos se intercambian de un 
modo ilícito y 

–   que proceda, en cuarto lugar, a bloquear los intercambios de archivos que 
considere ilícitos. 

39 Por lo tanto, dicha supervisión preventiva exigiría una vigilancia activa de la 
totalidad de las comunicaciones electrónicas efectuadas en la red del PAI afectado y, 
por lo tanto, comprendería todos los datos que se vayan a transmitir y todos los clientes 
que utilicen dicha red. 

40 Habida cuenta de lo anterior, procede declarar que el requerimiento judicial 
por el que se ordena al PAI afectado establecer el sistema de filtrado litigioso le 
obligaría a proceder a una supervisión activa del conjunto de datos respecto de 
todos sus clientes con el fin de evitar cualquier futura lesión de los derechos de 
propiedad intelectual. De ello se desprende que el citado requerimiento judicial 
impondría a dicho PAI una supervisión general prohibida por el artículo 15, 
apartado 1, de la Directiva 2000/31. 

43 Ciertamente, la protección del derecho de propiedad intelectual está 
consagrada en el artículo 17, apartado 2, de la Carta de los Derechos 
Fundamentales de la Unión Europea (en lo sucesivo, «Carta»). Ahora bien, ni de 
dicho precepto ni de la jurisprudencia del Tribunal de Justicia se desprende en 
modo alguno que ese derecho sea intangible o que su protección deba garantizarse 
en términos absolutos. 

44 En efecto, tal y como se desprende de los apartados 62 a 68 de la sentencia de 
29 de enero de 2008, Promusicae (C-275/06, Rec. p. I-271), la protección del derecho 
fundamental de propiedad, del que forman parte los derechos vinculados a la propiedad 
intelectual, debe ponderarse con respecto a la protección de otros derechos 
fundamentales. 

45 Concretamente, del apartado 68 de dicha sentencia se deduce que, en el marco 
de las medidas adoptadas para proteger a los titulares de derechos de autor, 
corresponde a las autoridades y órganos jurisdiccionales nacionales garantizar un 
justo equilibrio entre la protección de ese derecho y la protección de los derechos 
fundamentales de las personas afectadas por tales medidas. 

46 Por lo tanto, en las circunstancias del litigio principal, las autoridades y 
órganos jurisdiccionales nacionales deben garantizar, en particular, un justo equilibrio 
entre la protección del derecho de propiedad intelectual que ampara a los titulares de 
derechos de autor y la protección de la libertad de empresa que ampara a los operadores, 
como los PAI, en virtud del artículo 16 de la Carta. 

47 Pues bien, en el caso de autos, el requerimiento judicial por el que se 
ordena establecer el sistema de filtrado litigioso implica supervisar, en interés de 



dichos titulares, la totalidad de las comunicaciones electrónicas efectuadas en la 
red del PAI afectado, supervisión que, además, es ilimitada en el tiempo, 
comprende toda lesión futura y se supone que debe proteger no sólo las obras 
existentes, sino también las obras futuras que aún no se hayan creado cuando se 
establezca ese sistema. 

48 Por lo tanto, dicho requerimiento judicial implicaría una vulneración 
sustancial de la libertad de empresa del PAI afectado, dado que le obligaría a 
establecer un sistema informático complejo, gravoso, permanente y exclusivamente 
a sus expensas, que además sería contrario a los requisitos recogidos en el artículo 
3, apartado 1, de la Directiva 2004/48, el cual exige que las medidas adoptadas 
para garantizar el respeto de los derechos de propiedad intelectual no sean 
inútilmente complejas o gravosas. 

49 Dadas las circunstancias, procede considerar que el requerimiento judicial por 
el que se ordena establecer el sistema de filtrado litigioso no respeta el requisito de 
garantizar un justo equilibrio entre, por un lado, la protección del derecho de propiedad 
intelectual que ampara a los titulares de derechos de autor y, por otro, la protección de la 
libertad de empresa que ampara a los operadores, como los PAI. 

50 Por otro lado, los efectos de dicho requerimiento judicial no se limitarían al 
PAI afectado, ya que el sistema de filtrado litigioso también puede vulnerar los 
derechos fundamentales de los clientes de ese PAI, a saber, su derecho a la 
protección de datos de carácter personal y su libertad de recibir o comunicar 
informaciones, derechos que se encuentran protegidos por los artículos 8 y 11 de la 
Carta. 

51 En efecto, consta en autos, por un lado, que el requerimiento judicial por el que 
se ordena establecer el sistema de filtrado litigioso implicaría un análisis sistemático 
de todos los contenidos y la recopilación e identificación de las direcciones IP de los 
usuarios que hayan originado el envío de contenidos ilícitos en la red, dándose la 
circunstancia de que dichas direcciones son datos protegidos de carácter personal, 
ya que permiten identificar concretamente a tales usuarios. 

52 Por otro lado, dicho requerimiento judicial podría vulnerar la libertad de 
información, dado que se corre el riesgo de que el citado sistema no distinga 
suficientemente entre contenidos lícitos e ilícitos, por lo que su establecimiento 
podría dar lugar al bloqueo de comunicaciones de contenido lícito. En efecto, es 
incontrovertido que el carácter lícito de una transmisión depende igualmente de la 
aplicación de excepciones legales a los derechos de autor que varían de un Estado 
miembro a otro. Además, en determinados Estados, ciertas obras pueden 
pertenecer al dominio público o los autores afectados pueden ponerlas 
gratuitamente a disposición pública en Internet. 

53 Por consiguiente, procede declarar que, si adoptara el requerimiento 
judicial por el que se obliga al PAI a establecer el sistema de filtrado litigioso, el 
órgano jurisdiccional nacional en cuestión no respetaría el requisito de garantizar 
un justo equilibrio entre, por un lado, el derecho de propiedad intelectual y, por 
otro, la libertad de empresa, el derecho a la protección de datos de carácter 
personal y la libertad de recibir o comunicar informaciones. 



54 Habida cuenta de las consideraciones anteriores, procede responder a las 
cuestiones planteadas que las Directivas 2000/31, 2001/29, 2004/48, 95/46 y 2002/58, 
leídas conjuntamente e interpretadas a la luz de los requisitos derivados de la protección 
de los derechos fundamentales aplicables, deben interpretarse en el sentido de que se 
oponen a un requerimiento judicial por el que se ordena a un PAI establecer el sistema 
de filtrado litigioso. 

En virtud de todo lo expuesto, el Tribunal de Justicia (Sala Tercera) declara: 

Las Directivas: 

–   2000/31/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 8 de junio de 2000, 
relativa a determinados aspectos jurídicos de los servicios de la sociedad de la 
información, en particular el comercio electrónico en el mercado interior 
(Directiva sobre el comercio electrónico); 

–   2001/29/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 22 de mayo de 
2001, relativa a la armonización de determinados aspectos de los derechos de autor 
y derechos afines a los derechos de autor en la sociedad de la información; 

–   2004/48/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 29 de abril de 2004, 
relativa al respeto de los derechos de propiedad intelectual; 

–   95/46/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 24 de octubre de 
1995, relativa a la protección de las personas físicas en lo que respecta al 
tratamiento de datos personales y a la libre circulación de estos datos, y 

–   2002/58/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 de julio de 2002, 
relativa al tratamiento de los datos personales y a la protección de la intimidad en 
el sector de las comunicaciones electrónicas (Directiva sobre la privacidad y las 
comunicaciones electrónicas), 

leídas conjuntamente e interpretadas a la luz de los requisitos derivados de la 
protección de los derechos fundamentales aplicables, deben interpretarse en el 
sentido de que se oponen a un requerimiento judicial por el que se ordena a un 
proveedor de acceso a Internet establecer un sistema de filtrado 

–   de todas las comunicaciones electrónicas que circulen a través de sus 
servicios, en particular mediante la utilización de programas «peer-to-peer»; 

–   que se aplique indistintamente con respecto a toda su clientela; 

–   con carácter preventivo; 

–   exclusivamente a sus expensas y 

–   sin limitación en el tiempo, 

capaz de identificar en la red de dicho proveedor la circulación de archivos 
electrónicos que contengan una obra musical, cinematográfica o audiovisual sobre 



la que el solicitante del requerimiento alegue ser titular de derechos de propiedad 
intelectual, con el fin de bloquear la transmisión de archivos cuyo intercambio 
vulnere los derechos de autor. 


